
 
    Comentario sobre el Principio de Estrasburgo no. 29: 

daños ambientales transfronterizos

La mayoría de los tratados, acuerdos u otros instrumentos internacionales de derecho 
ambiental abordan los daños ambientales transfronterizos y requieren o exigen 
cooperación internacional para abordar estos asuntos.  

El deber de respetar y garantizar los derechos humanos exige que los Estados se 
abstengan de impedir o dificultar el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
Convención a los otros Estados Partes  

Las actividades que se emprendan dentro de la jurisdicción de un Estado Parte no 
deben privar a otro Estado de la capacidad de asegurar a las personas en su 
jurisdicción el goce y disfrute de sus derechos bajo la Convención. La Corte 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) considera que los Estados tienen la 
obligación de evitar daños ambientales transfronterizos que pudieran afectar los 
derechos humanos de personas fuera de su territorio (Opinión Consultiva No. 23/17). A 
efectos de la Convención Americana, cuando ocurre un daño transfronterizo que 
afecte derechos convencionales, se entiende que las personas cuyos derechos han 
sido vulnerados se encuentran bajo la jurisdicción del Estado de origen si existe una 
relación de causalidad entre el hecho que se originó en su territorio y la afectación de 
los derechos humanos de personas fuera de su territorio.  

El ejercicio de la jurisdicción por parte del Estado de origen frente a daños 
transfronterizos se basa en el entendimiento de que es el Estado, en cuyo territorio o 
bajo cuya jurisdicción se realizan estas actividades, quien tiene el control efectivo 
sobre las mismas y está en posición de impedir que se cause un daño transfronterizo 
que afecte el disfrute de los derechos humanos de individuos fuera de su territorio. Las 
posibles víctimas de las consecuencias negativas de esas actividades se encuentran 
bajo la jurisdicción del Estado de origen, a efecto de la posible responsabilidad del 
Estado por el incumplimiento de su obligación de prevenir daños transfronterizos.

En conclusión, para la CIDH, la obligación de prevenir daños ambientales 
transfronterizos es una obligación reconocida por el derecho internacional ambiental, 
por el cual los Estados pueden ser responsables por los daños significativos que se 
ocasionen a las personas fuera de sus fronteras por actividades originadas en su T
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territorio o bajo su autoridad o control efectivo (Opinión Consultiva No. 23/17).

Agrega que es importante destacar que esta obligación no depende del carácter lícito 
o ilícito de la conducta que genere el daño, pues los Estados deben reparar de forma 
pronta, adecuada y efectiva a las personas y Estados víctimas de un daño 
transfronterizo resultante de actividades desarrolladas en su territorio o bajo su 
jurisdicción, independientemente de que la actividad que causó dicho daño no esté 
prohibida por el derecho internacional. Ahora bien, en todo supuesto, debe existir una 
relación de causalidad entre el daño ocasionado y la acción u omisión del Estado de 
origen frente a actividades en su territorio o bajo su jurisdicción o control.

Que los Estados deben velar porque su territorio no sea utilizado de modo que se 
pueda causar un daño significativo al medio ambiente de otros Estados o de zonas 
fuera de los límites de su territorio. Por tanto, los Estados tienen la obligación de evitar 
causar daños transfronterizos.  

Los Estados están obligados a adoptar todas las medidas necesarias para evitar que 
las actividades desarrolladas en su territorio o bajo su control afecten los derechos de 
las personas dentro o fuera de su territorio.  

Que frente a daños transfronterizos, una persona está bajo la jurisdicción del Estado 
de origen si media una relación de causalidad entre el hecho que ocurrió en su 
territorio y la afectación de los derechos humanos de personas fuera de su territorio. El 
ejercicio de la jurisdicción surge cuando el Estado de origen ejerce un control efectivo 
sobre las actividades llevadas a cabo que causaron el daño y consecuente violación 
de derechos humanos.  
 
 

 Néstor Cafferatta, julio 2023
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